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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 24
        Junio 17 y 19 de 2013
 


La Corte Constitucional devolvió al Senado de República el proyecto de ley estatutaria relativo a la promoción y protección del derecho de participación democrática, con el fin de que se enmiende el vicio de procedimiento observado 

	    I. EXPEDIENTE PE-038   -   AUTO 118/13  (junio 17) 

       M.P. Jorge Iván Palacio Palacio


1.
Norma en revisión

Proyecto de Ley Estatutaria 134 de 2011 Cámara (Acumulado 133 de 2011 Cámara) -227 de 2012 Senado, “Por la cual se dictan disposiciones en materia de promoción y protección del derecho a la participación democrática”.

2.
Decisión 

Primero.- Por Secretaría General de la Corte Constitucional, DEVUÉLVASE a la presidencia del Senado de la República el proyecto de ley estatutaria número 134 de 2011 Cámara  (acumulado al 133) - 227 de 2012 Senado, “por la cual se dictan disposiciones en materia de promoción y protección del derecho a la participación democrática”, con el fin de que tramite la subsanación del vicio de procedimiento identificado en esta providencia.
Segundo.- CONCÉDASE al Congreso de la República el plazo de treinta (30) días, en los términos del artículo 202 de la Ley 5ª de 1992, en concordancia con el artículo 45 del Decreto 2067 de 1991, para que subsane el vicio detectado en esta providencia.
Tercero.- Una vez subsanado el vicio a que se refiere la parte considerativa de esta providencia, REMÍTASE por el Senado de la República a la Corte Constitucional el proyecto de ley estatutaria para continuar el trámite de rigor, de acuerdo con lo previsto en el artículo 153 de la Constitución Política.
3.
Síntesis de los fundamentos

Examinado el trámite surtido en el Congreso de la República al proyecto de ley estatutaria número 134 de 2011 Cámara  (acumulado al 133) - 227 de 2012 Senado, “por la cual se dictan disposiciones en materia de promoción y protección del derecho a la participación democrática”, la Corte Constitucional advirtió la existencia de un vicio en el procedimiento, consistente en la falta de votación nominal y pública en la plenaria del Senado (cuarto debate), sumada a la falta de claridad y certeza sobre la votación unánime, con la consecuente indeterminación de las mayorías con las que fue aprobado el proyecto. Todo ello en contravía de lo previsto en el artículo 133 de la Carta Política, modificado por el Acto Legislativo 1 de 2009, y de lo dispuesto en el artículo 129 de la Ley 5ª de 1992, modificado por el artículo 1º de la Ley 1431 de 2011. 
No obstante, aclaró, el vicio observado es susceptible de ser enmendado por el Congreso de la República, por cuanto (i) ocurrió durante el cuarto debate del proceso legislativo, esto es, cuando ya se habían adelantado las etapas estructurales del proceso de formación de la ley; y (ii) las votaciones durante la totalidad del trámite no dan cuenta de la afectación de los derechos de las minorías parlamentarias. 

Como consecuencia de lo anterior, en el presente caso es aplicable el parágrafo del artículo 241 de la Constitución, con fundamento en el cual la Corte decidió devolver el expediente al Senado de la República para que rehaga el trámite respectivo. Con tal objeto, el Congreso tendrá un plazo de treinta (30) días, en los términos del artículo 202 de la Ley 5ª de 1992, en concordancia con el artículo 45 del Decreto 2067 de 1991.

En el evento de ser subsanado el vicio, el proyecto de ley estatutaria deberá ser remitido por el Senado de la República a la Corte Constitucional para continuar el trámite de rigor, de acuerdo con lo previsto en el artículo 153 de la Constitución Política.
4.
Salvamentos y aclaraciones de voto

Los magistrados Mauricio González Cuervo y Jorge Ignacio Pretelt Chaljub salvaron el voto por considerar que no se había configurado el vicio de procedimiento señalado por la mayoría y, por tanto, se cumplían las condiciones para que la Corte entrara de una vez al estudio del contenido material del proyecto de ley estatutaria.

El magistrado González Cuervo, ponente de la revisión de este proyecto de ley estatutaria, refutó la existencia del vicio de procedimiento aducido y su devolución al Senado para la subsanación de una presunta irregularidad. A su juicio, tal decisión es (i) contraevidente, (ii) infundada, (iii) formalista, y (iv) desconoce la garantía de la efectividad de la participación ciudadana y el principio democrático, por las siguientes razones:

1. La decisión es contraevidente por negar la votación unánime que se registró en el Senado, de acuerdo con los medios de prueba apreciados por los magistrados en la Sala Plena. En efecto, en el Acta de la sesión
 consta que, verificado el quórum decisorio, el proyecto fue aprobado por “los senadores presentes” quienes  respondieron “afirmativamente”  la votación. Además, en sendas Certificaciones del Secretario General del Senado, se precisa que el proyecto fue aprobado “con un quórum de 86 de 100 senadores”
 y que “no se presentó ningún voto en contra”
. Debe destacarse que ningún senador objetó o pidió verificación del resultado de la votación, que vino a sumarse a otras cinco votaciones igualmente uniformes que tuvo el proyecto. En suma, se negó una realidad debidamente acreditada: la aprobación unánime del proyecto en segundo debate de Senado. 
2. La decisión es infundada al exigirse que la votación de una iniciativa respaldada unánimemente por los senadores, fuese nominal y pública. La Ley Orgánica
 dispone que la votación ordinaria procede cuando se registra  unanimidad y nadie solicita la votación nominal, ya que los fines constitucionales de ésta -control político sobre los elegidos y la actuación en bancadas- se alcanzan igualmente a través de aquella, en virtud del sentido coincidente de los votos que hace redundante un nuevo llamado a lista. Habiendo ocurrido así en la plenaria del Senado, como quedó demostrado, carece de fundamento constitucional y legal la exigencia de la pretendida aprobación nominal.

3. La decisión es formalista. La devolución de un proyecto votado unánimemente por la plenaria del Senado, se basa en la negación del valor probatorio de las certificaciones del Secretario General del Congreso de la República. Con ello la Corte acoge el criterio superado de tarifa legal probatoria, desconoce las reglas de la sana crítica para la valoración de los  medios de prueba, y torna poco menos que en inservibles las facultades oficiosas que utiliza a diario para establecer la verdad de los hechos. Con ello se desatiende el principio jurisprudencial de la instrumentalidad de las formas para incurrir en un exceso ritual manifiesto. En síntesis, se abrazó un formalismo rampante al negar la validez de documentos auténticos y soslayar  la evidencia de una votación unánime.

4. El viraje jurisprudencial adoptado en esta decisión desconoce el principio democrático. La Corte ignoró numerosas sentencias que han asignado valor probatorio a las certificaciones de Secretaría General que precisan lo reseñado en las actas. La más reciente, la sentencia C-274 de 2013: allí la Corte se basó en idéntica certificación oficial del Secretario General del Senado, para concluir que la votación había sido igualmente uniforme; y se abstuvo de regresar el proyecto ante la inexistencia de un vicio de trámite
. No hubo duda entonces, como tampoco ahora, sobre la formación unánime de la voluntad democrática en el Senado. Sólo que en esta ocasión se optó por regresar el proyecto para repetir una votación que no fue irregular. No para corregir un vicio de trámite sino para reescribir el acta. 

En suma, para el magistrado González Cuervo, la decisión adoptada menoscaba la efectividad del derecho fundamental de participación democrática, pues posterga inoficiosamente un proyecto de ley llamado a cubrir el déficit de participación ciudadana en Colombia. Inquieta que para hacerlo, se retroceda a un formalismo desueto que ya la Corte Constitucional había superado en nombre de la prevalencia del derecho sustancial, los derechos fundamentales y la democracia participativa.

Por su parte, el magistrado Pretelt Chaljub consideró injustificado en primer lugar,  el cambio de jurisprudencia que se produjo en virtud de esta decisión. Observó que en varios fallos anteriores, como las sentencias C-285 de 2009, C-011 de 2010, C-305 de 2010 y C-379 de 2010, la Corte otorgó a las certificaciones expedidas por los secretarios de la Cámara o el Senado el valor de plenas pruebas en relación con asuntos puntuales del trámite legislativo. Pese a los anteriores precedentes, sin justificación alguna, en esta ocasión la mayoría no consideró que una certificación proveniente del Secretario del Senado y un video que mostraba de forma contundente que sí hubo votación nominal y pública fueran prueba suficiente de la rigurosidad del trámite y del debate, rigurosidad incluso mayor que la de los debates de las altas cortes. Además de que no existe un sistema de tasación de pruebas en materia de trámite legislativo, con esta decisión, sin razón alguna, se pone en duda la palabra de ese alto funcionario, en contravía del principio de buena fe. A juicio del magistrado, el excesivo formalismo con el que la Corte se está aproximando al examen del trámite legislativo desconoce principios constitucionales de suma monta como la separación de poderes, la prevalencia del derecho sustancial sobre el procedimental y el principio democrático. 
En segundo lugar, sostuvo el magistrado, que con la decisión de la mayoría se obstaculiza un importante proyecto dirigido a hacer efectivos los mecanismos de participación ciudadana previstos en la Constitución, y por esta vía, también se afectan 32 iniciativas ciudadanas de mecanismos de participación que se iban a beneficiar de la aplicación inmediata de la nueva ley. En su criterio, los requisitos que actualmente exigen la ley y la jurisprudencia constitucional para poner en marcha tales mecanismos, especialmente la revocatoria del mandato y la convocatoria a un referendo, son excesivos y confusos, lo que hace casi imposible la materialización de las propuestas ciudadanas; por otra parte, el proyecto de ley estatutaria tramitado y aprobado debidamente por el Congreso busca la realización del principio de democracia participativa; por ello debió ser objeto de un estudio detallado por parte de la Sala Plena.
Los magistrados María Victoria Calle Correa y Nilson Pinilla Pinilla se reservaron la presentación de eventuales aclaraciones de voto relativas a la posición que han asumido frente a la línea jurisprudencial en materia del cumplimiento riguroso de los requisitos de procedimiento exigidos por la Constitución y el Reglamento del Congreso en el debate y aprobación de un proyecto de ley.
� Acta de la sesión del 6 de junio del 2012, Gaceta del Congreso 495 de 2012.


� Certificación del Secretario General del Senado, del 13 de septiembre de 2013.


� Certificación del Secretario General del Senado, del 12 de junio de 2013, pedida por el ponente, a solicitud de magistrados en Sala Plena. 


� Ley 1431/11, artículo 1, numeral 16: reformatoria del artículo 129 de la Ley 5 de 1992.


� C-274 de 2013 (M.P. María Victoria Calle Correa).





